
Concordato con la Santa Sede (27 agosto 1953) 
 
“En el nombre de la Santísima Trinidad. 
La Santa Sede Apostólica y el Estado español, animados del deseo de asegurar una 
fecunda colaboración para el mayor bien de la vida religiosa y civil de la Nación 
española, han determinado estipular un Concordato que, reasumiendo los Convenios 
anteriores y completándolos, constituya la norma que ha de regular las reciprocas 
relaciones de las Altas Partes contratantes, en conformidad con la Ley de Dios y la 
tradición católica de la Nación española.[…] 
Artículo I. La Religión Católica, Apostólica Romana, sigue siendo la única de la Nación 
española y gozará de los derechos y de las prerrogativas que le corresponden en 
conformidad con la Ley Divina y el Derecho Canónico. 
Art. II. 1. El Estado español reconoce a la Iglesia Católica el carácter de sociedad 
perfecta y le garantiza el libre y pleno ejercicio de su poder espiritual y de su 
jurisdicción, así como el libre y público ejercicio del culto. 
Art. IV. 1. El Estado español reconoce la personalidad jurídica y la plena capacidad de 
adquirir, poseer y administrar toda clase de bienes a todas las instituciones y 
asociaciones religiosas, existentes en España a la entrada en vigor del presente 
Concordato constituidas según el Derecho Canónico; en particular a las Diócesis con 
sus instituciones anejas, a las Parroquias, a las Ordenes y Congregaciones religiosas, las 
Sociedades de vida común y los Institutos seculares de perfección cristiana 
canónicamente reconocidos,: sean de derecho pontificio o de derecho diocesano, a sus 
provincias y a sus casas. 
Art. V. El Estado tendrá por festivos los días establecidos como tales por la Iglesia en el 
Código de Derecho Canónico o en otras disposiciones particulares sobre festividades 
locales, y dará, en su legislación, las facilidades necesarias para que los fieles puedan 
cumplir en esos días sus deberes religiosos. 
Las Autoridades civiles, tanto nacionales como locales, velarán por la debida 
observancia del descanso en los días festivos. 
Art. VI. Conforme a las concesiones de los Sumos Pontífices San Pío V y Gregorio 
XIII, los sacerdotes españoles diariamente elevarán preces por España y por el Jefe del 
Estado, según la fórmula tradicional y las prescripciones de la Sagrada Liturgia. 
Art. VII. Para el nombramiento de los Arzobispos y Obispos residenciales y de los 
Coadjutores con derecho de sucesión, continuarán rigiendo las normas del Acuerdo 
estipulado entre la Santa Sede .y el Gobierno español el 7 de junio de 1941 (R. 1065 y 
Diccionario 14033) 
Art. XIV. Los clérigos y los religiosos no estarán obligados a asumir cargos públicos o 
funciones que, según las normas del Derecho Canónico, sean incompatibles con su 
estado. 
  Para ocupar empleos o cargos públicos, necesitarán el «Nihil Obstat» de su Ordinario 
propio y el del Ordinario del lugar donde hubieren de desempeñar su actividad. 
Revocado el «Nihil Obstat», no podrán continuar ejerciéndolos.     
Art. XVI. 1. Los Prelados de quienes habla el párrafo 2 del canon 120 del Código de 
Derecho Canónico no podrán ser emplazados ante un juez laico sin que se haya 
obtenido  previamente la necesaria licencia de la Santa Sede. 
5. En caso de detención o arresto, los clérigos y religiosos serán tratados con las 
consideraciones debidas a su estado y a su grado jerárquico. 
Las penas de privación de libertad serán cumplidas en una casa eclesiástica o religiosa 
que, a juicio del Ordinario del lugar y de la Autoridad judicial del Estado, ofrezca las 
convenientes garantías, o al menos, en locales distintos de los que se destinan a los 



seglares a no ser que la Autoridad eclesiástica competente hubiere reducido al 
condenado al estado laical. 
Art. XVIII. La Iglesia puede libremente recabar de los fieles las prestaciones 
autorizadas por el Derecho Canónico, organizar colectas y recibir sumas y bienes,  
Art. XX. 1. Gozarán de exención de impuestos y contribuciones de índole estatal o 
local: 
a) las Iglesias y Capillas destinadas al culto, y asimismo, los edificios y locales anejos 
destinados a su servicio o a sede de asociaciones católicas; 
b) la residencia de los Obispos, de los canónigos y de los sacerdotes con cura de almas, 
siempre que el inmueble sea propiedad de la Iglesia. 
c) los locales destinados a oficinas de la Curia diocesana y a oficinas parroquiales; 
d) las Universidades eclesiásticas y los Seminarios destinados a la formación del clero; 
e) las casas de la Órdenes, Congregaciones e Institutos religiosos y seculares 
canónicamente establecidos en España; 
f) los colegios u otros centros de enseñanza, dependientes de la Jerarquía eclesiástica, 
que tengan la condición de benéfico-docentes. 
Están comprendidos en la exención los huertos, jardines y dependencias de los 
inmuebles arriba enumerados, siempre que no estén destinados a industria o a cualquier 
otro uso de carácter lucrativo. 
Art. XXIII. El Estado español reconoce plenos efectos civiles al matrimonio celebrado 
según las normas del Derecho Canónico. 
Art. XXVI. En todos los centros docentes de cualquier orden y grado, sean estatales o 
no estatales, la enseñanza se ajustará a los principios del Dogma y la Moral de la Iglesia 
Católica. 
Art. XXVII. 1. El Estado español garantiza la enseñanza de la Religión Católica como 
materia ordinaria y obligatoria en todos los centros docentes, sean estatales o no 
estatales de cualquier orden o grado. […] 
En fe lo cual, los Plenipotenciarios firman el presente Concordato. Hecho en doble 
original.Ciudad del Vaticano, 27 de agosto de 1953.— Por la Santa Sede, Domenico 
Tardini.--Por el Estado español, Alberto Martín Artajo. Fernando M.ª Castiella y Maíz. 
 


